	


 

SALA CONSTITUCIONAL
Magistrado Ponente: Iván Rincón Urdaneta

 

Mediante oficio No. 61 del 23 de diciembre de 2003, el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda remitió a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, el conocimiento de la causa contentiva de la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano FILADELFO ANTONIO PALENCIA, titular de la cédula de identidad Nº 9.086.301, asistido por la abogada Marbys Esther Ramos Gómez, inscrita en el Inpreabogado bajo el número 68.435, contra “la empresa Monto Seguridad C.A., al negarse a darle cumplimiento a la Providencia Administrativa Nº 72-2003, de fecha 19/05/2003, emanada de la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Miranda, la cual ordenó su reenganche y el pago de sus salarios caídos”, por considerar que se le violentaron sus derechos constitucionales previstos en los artículos 26, 27, 75, 87, 89, 91, 93 y 257 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela.

Tal remisión obedece al conflicto negativo de competencia planteado entre el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda y el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial para conocer la presente acción de amparo.

El 8 de enero de 2004, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Iván Rincón Urdaneta quien, con tal carácter, suscribe el presente fallo.

 

 

I

FUNDAMENTOS DE LA ACCIÓN DE AMPARO

 

Narró el accionante como fundamento de la acción de amparo constitucional los siguientes argumentos de hecho y de derecho:

 


Que “comencé a prestar mis servicios personales como vigilante, desde el día 15 de octubre de 2002, para la sociedad mercantil “MONTO SEGURIDAD C.A., (Servicio de Vigilancia y Protección de Propiedades) ...hasta el día 31 de enero de 2003, fecha en la cual fui despedido injustificadamente y aun cuando estaba amparado por la inamobilidad (sic) a que se contrae el Decreto Presidencial Nº 1752 de fecha 28 de abril de 2003, y con última prórroga prevista en el Decreto Presidencial Nº 2509... derecho éste también protegido en la Resolución Ministerial número 2.581 de fecha 5 de diciembre de 2002, por lo que acudí el 6 de febrero de 2003 ante la Sala de Fuero de la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro en los Teques del Estado Miranda a solicitar mi reenganche y pago de salarios caídos”.  

 


Que, el 19 de mayo de 2003, la referida solicitud de reenganche y pago de salarios caídos fue declarada con lugar por la mencionada Inspectoría del Trabajo, mediante providencia administrativa Nº 72-2003.

 


Que, el 30 de junio de 2003, un funcionario designado por la Inspectoría del Trabajo, se trasladó hasta la sede de la empresa agraviante y dejó constancia de que “la actividad encomendada por el despacho de la Sala de Fuero Sindical, la misma no fue posible realizar debido a que las personas que se encuentran dentro de las instalaciones de la empresa, no se demuestran interesadas en atenderlo”, por lo cual el accionante solicitó se diera inicio al procedimiento de multa, previsto en el artículo 647 de la Ley Orgánica del Trabajo.

 

Que, el 19 de diciembre de 2003, el ciudadano Filadelfo Antonio Palencia, asistido por la abogada Marbys Esther Ramos Gómez, interpuso acción de amparo constitucional frente a“la actitud de la empresa Monto Seguridad C.A., al negarse a darle cumplimiento a la Providencia Administrativa Nº 72-2003, de fecha 19/05/2003, emanada de la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Miranda la cual ordenó su reenganche y el pago de sus salarios caídos”, alegando la violación de sus derechos al trabajo, a la protección al trabajo y a la estabilidad laboral, por cuanto “hasta la presente fecha no se ha llevado a cabo por dicha empresa, mi efectiva reincorporación, a mi puesto de trabajo”.

 

Que, el 19 de diciembre de 2003, el Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda se declaró incompetente para conocer de la presente acción de amparo constitucional, por lo que ordenó la remisión del expediente a un Tribunal de Primera Instancia del Trabajo de esa misma Circunscripción Judicial, ya que los hechos que configuraron la pretensión de la tutela constitucional, así como la fundamentación de la misma son  de naturaleza netamente laboral.

 

Que, el 23 de diciembre de 2003, el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda se declaró incompetente para conocer del amparo intentado y declaró que la competencia para decidir la presente causa es de un Juzgado Superior en lo Contencioso Administrativo, por lo que ordenó la remisión del expediente a esta Sala a los fines de la regulación de competencia.   

 

 

 

 

 

II

MOTIVACIONES PARA DECIDIR

 



Debe esta Sala antes de entrar a resolver el fondo del conflicto de competencia planteado en el presente caso, determinar su competencia para conocer del mismo, y al respecto observa:

 



El artículo 12 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, dispone expresamente que “Los conflictos sobre competencia que se susciten en materia de amparo entre Tribunales de Primera Instancia serán decididos por el Superior respectivo”.

 



Ahora bien, siendo que en el presente caso no existe un Tribunal de Instancia que sea superior común a los dos órganos judiciales entre los cuales se planteó el conflicto, y que esta Sala es la máxima autoridad en materia de amparo constitucional, tal y como lo disponen los artículos 266 numeral 1 y 335 de la Constitución, la misma se declara competente para conocer del presente conflicto, y así se declara.



Determinada la competencia de esta Sala Constitucional, se pasa a establecer el órgano que debe conocer de la acción de amparo interpuesta en el caso de autos, y al respecto se observa lo siguiente:

 



La acción de amparo constitucional que originó el conflicto de competencia planteado, fue interpuesta por el ciudadano Filadelfo Antonio Palencia, contra “la empresa Monto Seguridad C.A., al negarse a darle cumplimiento a la Providencia Administrativa Nº 72-2003, de fecha 19/05/2003, emanada de la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Miranda, la cual ordenó su reenganche y el pago de sus salarios caídos”.

 



Al respecto, la Sala observa que se está en presencia de una acción de amparo ejercida en virtud del incumplimiento de una providencia administrativa dictada por la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Miranda. En este sentido, la Sala, mediante decisión del 2 de agosto de 2001, (Caso: Nicolás José Alcalá Ruiz), estableció que la jurisdicción contencioso administrativa posee la potestad para resolver los conflictos que puedan surgir con motivo de la ejecución de las decisiones administrativas provenientes de los órganos de la administración del trabajo. 

 



En el citado fallo, la Sala declaró que la jurisdicción competente para conocer de las decisiones dictadas por un órgano administrativo, tales como las Inspectorías del Trabajo, era la contencioso-administrativa. “Asimismo, en el ejercicio de esta competencia debe... conocer de los problemas de ejecución que, de ese tipo de resoluciones, se susciten, cuando se interpongan acciones de amparo relacionada con esta materia”, por lo cual ordenó que “en el futuro, los juzgados con competencia en materia laboral, deberán declinar la competencia en los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa, el conocimiento y decisión de los recursos” ejercidos contra las providencias administrativas dictadas por las Inspectorías del Trabajo o las controversias que se susciten con ocasión a su incumplimiento.       

 



En el caso que nos ocupa, la acción de amparo fue interpuesta ante el Juzgado Distribuidor de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y de Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, el cual remitió la presente causa al Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la misma Circunscripción Judicial, el cual se declaró incompetente, ya que “los hechos que configuraron la pretensión de la tutela constitucional, así como la fundamentación de la misma son de naturaleza netamente laboral” por lo tanto, ordenó remitir el expediente a un Tribunal de Primera Instancia del Trabajo de esa misma Circunscripción Judicial.

 



Por su parte, el Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, mediante decisión del 23 de diciembre de 2003, se declaró incompetente para conocer del amparo intentado y declaró que la competencia para decidir la presente causa es de un Juzgado Superior en lo Contencioso Administrativo, por lo que ordenó la remisión del expediente a esta Sala a los fines de la regulación de competencia.

 



Así las cosas, visto que el caso bajo análisis versa sobre el supuesto incumplimiento de una providencia administrativa dictada por la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Miranda, la Sala reitera su criterio, respecto a que las controversias suscitadas con ocasión al incumplimiento de dichos actos, así como los recursos de impugnación ejercidos contra los mismos son competencia de la jurisdicción contencioso administrativa, motivo por el cual estima, que el Tribunal competente para conocer de la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano Filadelfo Antonio Palencia es un Juzgado Superior con competencia en lo Contencioso-Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda, por lo que se ordena remitir el expediente al Distribuidor en lo Contencioso Administrativo de la misma Circunscripción Judicial para que, una vez distribuido el expediente, el Tribunal respectivo con competencia en lo contencioso administrativo se pronuncie sobre la admisibilidad de la acción ejercida. Así se decide.  

  

DECISIÓN



Por las razones antes expuestas, esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara: 

 



1. Que el COMPETENTE para conocer de la acción de amparo constitucional interpuesta por el ciudadano FILADELFO ANTONIO PALENCIA, asistido por la abogada Marbys Esther Ramos Gómez, contra “la empresa Monto Seguridad C.A., al negarse a darle cumplimiento a la Providencia Administrativa Nº 72-2003, de fecha 19/05/2003, emanada de la Inspectoría del Trabajo del Municipio Guaicaipuro del Estado Miranda la cual ordenó su reenganche y el pago de sus salarios caídos” es un Juzgado Superior con Competencia en lo Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda. 


2. ORDENA remitir el presente expediente al Juzgado Distribuidor en lo Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda.   

 



Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al  Juzgado Distribuidor en lo Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda. Remítase copia certificada de la presente decisión al Juzgado Primero de Primera Instancia en lo Civil, Mercantil y del Tránsito de la Circunscripción Judicial del Estado Miranda y al Juzgado Segundo de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial.    

 

 
Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los 05 días del mes de Abril de dos mil cuatro. Años: 193º de la Independencia y 145º de la Federación.

El Presidente - Ponente

 

Iván Rincón Urdaneta

          El Vicepresidente,

 

Jesús Eduardo Cabrera Romero

 Antonio José García García

 

Magistrado

 

José Manuel Delgado Ocando

 

Magistrado

 

Pedro Rafael Rondón Haaz

 

Magistrado

 

 

El Secretario,

 

José Leonardo Requena Cabello
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